APORTACIONES DE MÉXICO AL
PROCESO DE CONSULTAS DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS SOBRE EL PERFECCIONAMIENTO DE SU REGLAMENTO, POLÍTICAS Y PRÁCTICAS INSTITUCIONALES

TRAMITACIÓN DE CASOS Y PETICIONES INDIVIDUALES

TRAMITACIÓN DE CASOS Y PETICIONES INDIVIDUALES

A) Recomendaciones del Grupo de Trabajo

El Grupo de Trabajo ha destacado la importancia que tiene el sistema de casos y peticiones individuales en la protección de los derechos humanos en la región. En este contexto, destaca que los avances en la consolidación democrática en el continente, la creciente participación y conciencia de los usuarios del SIDH en los distintos Estados, han contribuido a un aumento progresivo en el número de casos y peticiones que se tramitan ante la CIDH. 

Como consecuencia de este aumento, los Estados reconocen que la carga de trabajo para la CIDH ha aumentado considerablemente, lo cual repercute en la eficiencia y agilidad de la tramitación de asuntos, particularmente en lo relacionado con la mora procesal, la dilación del trámite y la reiteración de actos de parte dentro del procedimiento. Consciente de la problemática, México considera que la CIDH debiera ser más rigurosa en la aplicación de los criterios sobre trámite y admisibilidad de peticiones. 

Además, destaca que el Grupo de Trabajo ha considerado que, a pesar de la naturaleza cuasi-jurisdiccional de la CIDH, es posible que el sistema de casos y peticiones individuales brinde una mayor certidumbre jurídica e igualdad procesal a las partes.

B) Observaciones del Estado mexicano respecto al objeto de la consulta

1. Sobre la denuncia 
México considera que, tal como lo ha señalado el Grupo de Trabajo, es importante que la CIDH sea muy rigurosa en la aplicación de los criterios de admisibilidad previstos en su Reglamento, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH. 

Los criterios de admisibilidad previstos en la Convención Americana y en el Reglamento de la Comisión derivan del principio de subsidiariedad, pilar fundamental en el sistema interamericano para la protección de los derechos humanos. Dicho principio permite a los Estados atender y dar solución a los asuntos de derechos humanos a través de los procedimientos y órganos nacionales. Lo anterior implica el compromiso de la CIDH en modificaciones o reforma a las políticas y prácticas institucionales de la CIDH.

Por otra parte, México apoya la propuesta de mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos. No obstante, resalta que lo anterior conlleva modificaciones a las políticas y prácticas institucionales de la CIDH. 
2. Sobre las excepciones al principio de evaluación inicial por orden cronológico cuando: 

a. las presuntas víctimas son adultos mayores, niños o niñas y es previsible que el transcurso del tiempo privaría a la petición de su efecto útil; 

b. las presuntas víctimas son enfermas terminales; 

c. las presuntas víctimas pueden ser objeto de aplicación de la pena de muerte;

d. la Comisión, a través de la adopción de una medida cautelar, busque prevenir daños irreparables al objeto del proceso en conexión con una petición (artículo 25.1 del Reglamento); 

e. las presuntas víctimas estén privadas de libertad; 

f. la CIDH considere que debido a circunstancias excepcionales, el atraso en un pronunciamiento sobre el fondo del asunto puede privar a la petición de su efecto útil. 

México considera que los cinco primeros supuestos constituyen casos de excepción válidos para privilegiar el trámite de una petición y, en ese sentido, deberían ser incluidos en el Reglamento de la Comisión. No obstante, el sexto supuesto es muy amplio y podría dar lugar a decisiones arbitrarias, por lo que convendría especificar qué otras circunstancias permitirían excepciones al principio de evaluación inicial.

Asimismo, convendría que en aquellas peticiones consideradas y abiertas a trámite con base en las excepciones antes descritas la CIDH hiciera un pronunciamiento explicando y justificando los supuestos que hayan actualizado. 
3. Sobre la decisión de acumulación de admisibilidad y fondo 

Respecto a los criterios que guían la aplicación de la facultad establecida en el artículo 36.3 del Reglamento sobre la acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo, el Estado mexicano considera que, al tratarse de una situación excepcional, la CIDH sólo debe recurrir a ella en casos de extrema gravedad y urgencia.  

Adicionalmente, México considera necesario establecer en el Reglamento de la CIDH un mecanismo de consulta con los Estados para que realmente se acredite la existencia de dicha situación en el caso concreto. La fundamentación y motivación de la decisión que tome la CIDH en cada caso es de suma importancia. 

4. Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH (vg. respuesta del Estado sobre la admisibilidad) a tres meses, prorrogables por un mes más; y
5. Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 37.1 del Reglamento de la CIDH (vg. observaciones de las partes sobre el fondo) a cuatro meses, prorrogables por un mes más. 
México considera que estas propuestas de reforma al Reglamento serían adecuadas y cumplirían con la recomendación formulada por el Grupo de Trabajo relativa al establecimiento de plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones. 
6. Sobre el cumplimiento de las recomendaciones que la CIDH formula a los Estados 

Con respecto a la metodología de seguimiento de la CIDH, el Estado mexicano apoya la propuesta de que la Comisión incluya, en el artículo 46 de su Reglamento, como supuesto para la suspensión del plazo para el sometimiento del caso a la Corte, los siguientes supuestos:

“c. cuando las recomendaciones sean de una particular complejidad que requiera la acción concertada de diferentes ramas o esferas del poder público; y/o; 

d. cuando exista en el ámbito interno un mecanismo legal de implementación de las decisiones de la Comisión.”
7. Otros aspectos:
La CIDH podría ser más cautelosa en dar un debido seguimiento a los asuntos que actualmente se encuentran en trámite y que podrían desembocar en adecuaciones legislativas o medidas generales que atiendan a la problemática base, en lugar de transmitir un gran número de peticiones que versan sobre los mismos asuntos. 

La CIDH podría definir plazos, aunque fuesen indicativos, para cada una de las etapas del procedimiento. Como se refirió en la sesión del Grupo de Trabajo del 20 de septiembre de 2011, es preocupante el retraso en el traslado de los escritos de petición inicial, pues genera una afectación real en la atención de los asuntos. Si bien este aspecto está directamente relacionado con la disponibilidad presupuestaria de la CIDH, podrían incluirse en el Reglamento del órgano plazos indicativos con base en el tiempo promedio de tramitación de asuntos que la CIDH calcula actualmente como parte de su plan de eliminación de atraso procesal.

En cuanto a las decisiones que emite la CIDH para determinar la admisibilidad o el cierre de los asuntos, el Estado considera que éstas debieran estar debidamente fundadas y motivadas, de lo contrario generan incertidumbre jurídica a las partes. En ese sentido, se deberían desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos, incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal imputable a los peticionarios, mismos que convendría incluir en el Reglamento de la CIDH.
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